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Vía correo-e

RE:
Comentarios al Memorial del Plan de Uso de Terrenos 
(Borrador para vista pública, diciembre 2014)

Honorable Presidente:
Reciba un cordial saludo. Por la presente, la Asociación Nacional de Derecho Ambiental (en adelante, ANDA) expresa su apoyo, en términos generales, a la aprobación del Plan de Uso de Terrenos (en adelante, PUT) propuesto. 
ANDA es un centro de derecho ambiental, sin fines de lucro, dirigido a facilitar el acceso a la justicia a sectores de escasos recursos económicos, y a promover el apoderamiento comunitario. Conforme a nuestra misión, ANDA pretende alcanzar un Puerto Rico en el que todas y todos, sin discrimen alguno, tengan garantías de participación activa en los procesos de toma de decisiones de impacto ambiental, obtengan el mismo grado de protección ante riesgos ambientales, y disfruten de acceso equitativo a los recursos naturales. Por entender que la aprobación de un plan de usos de terrenos es una gran herramienta para promover el desarrollo sostenible de nuestra Isla, sometemos por escrito nuestros comentarios con relación al Memorial del Plan de Uso de Terrenos presentado para vistas públicas en diciembre de 2014. 
El borrador de PUT propuesto representa un paso hacia adelante en el manejo, conservación y desarrollo sostenible de los terrenos en Puerto Rico. Además, vemos en este como reflejo y extensión de la política pública establecida en la Ley orgánica de la Junta de Planificación, Ley Núm. 75-1975, según enmendada, y la Ley para el Plan de Uso de Terrenos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley Núm. 550-2004, según enmendada. Dicho eso, entendemos prudente hacer los siguientes señalamientos.

El propuesto Plan de Uso de Terrenos si se aprueba como está hasta ahora representa un adelanto al panorama agrícola local. La Ley Núm. 6 del 3 de enero de 2014, según enmendada propone y garantiza proteger y conservar un mínimo de 600,000 cuerdas para uso agrícola. Según investigaciones del Departamento de Geografía de la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras, y datos proveídos por el Departamento de Agricultura, entre el 1935 y el 1998  se perdieron 1,047,569 cuerdas de terrenos agrícolas.  Para el 1935 existían 1,913,047 cuerdas de terrenos agrícolas en 52,790 fincas.  Para el año 1998, el total de terrenos agrícolas se redujo a 865,478 en 19,951 fincas.  El último inventario del Departamento de Agricultura en el año 2002 sobre los terrenos agrícolas reflejó un total de 690,687 cuerdas.  Resulta indispensable resaltar que en aproximadamente setenta años se han perdido cerca de un millón trescientas mil cuerdas de terrenos agrícolas que pudieron y podrían estar contribuyendo al beneficio de la producción local de nuestros agricultores y agricultoras para servirle a consumidoras y consumidores puertorriqueños  y no depender de tantísimas exportaciones (85%).  

No obstante, no de menor importancia debería ser el análisis que nos contestaría: ¿Por qué bajó dramáticamente el número de cuerdas? ¿Qué han hecho pasadas administraciones y agencias como la Autoridad de Tierras, el Departamento de Agricultura, entre otras para verdaderamente retener los terrenos agrícolas y resolver este problema? ¿Por qué a pesar de los terrenos agrícolas existentes, el acceso a ellos no siempre es evidente? ¿Qué se ha hecho para capacitar a nuevos aspirantes agricultores o agricultoras? ¿Por qué para un agricultor o agricultora que quiera trabajar la tierra más en armonía con el medio ambiente (agroecología) el acceso no es el mismo que para uno o una de índole industrial dependiente de agro tóxicos? ¿Por qué miles y miles de cuerdas de terrenos agrícolas en el archipiélago de Puerto Rico se encuentran destinados a compañías de experimentación con semillas genéticamente modificadas, vertederos y otro tipo de industrias que contaminan con químicos pesados gran parte de las tierras más sensitivas y aptas para crecer comida en nuestra región caribeña? ¿Cuales han sido las prioridades de estas agencias: generar comida, formar nuevos agricultores y agricultoras y capacitar a agricultores de otras generaciones con prácticas más sostenibles en beneficio del medio ambiente o generar capital? ¿Verdaderamente el Plan de Uso de Terrenos podrá asegurar que al menos 635,675 cuerdas clasificadas como de Suelo Rústico Especialmente Protegido (SREP) queden destinadas exclusivamente para la producción agrícola local? Cada una de estas preguntas tiene su respuesta pero más importante aún es la interrogante que todavía queda después de pensarlas.  Si verdaderamente se quiere aportar al cambio, exhortamos seguir haciéndonos estas preguntas. En este documento pretendemos presentar algunas de las recomendaciones que entendemos más apremiantes. 

En el propuesto Plan de Uso de Terrenos, el llamado Suelo Rústico (SR) es aquel que está compuesto por terrenos que deben ser expresamente protegidos ante la amenaza del desarrollo urbanizador. Dicha protección nace por el valor agrícola y pecuario, actual o su potencial; su valor natural y recreativo, actual o potencial; los riesgos a la seguridad o salud pública; o por no ser necesarios para atender las expectativas de crecimiento urbano en el futuro previsible de ocho años. Los Suelos Rústicos se dividen en dos categorías: Suelo Rústico Común (SRC) y Suelo Rústico Especialmente Protegido (SREP). 

El propuesto Plan de Uso de Terrenos concede 635,675 cuerdas de Suelo Rústico Especialmente Protegido para el uso agrícola. Sin duda, esta cifra representa un adelanto para aportar hacia nuestra soberanía alimentaria donde se realicen esfuerzos para aumentar la producción, que nuestros agricultores y agricultoras provean para satisfacer las necesidades locales y que a la misma vez sean protagonistas en la toma de decisiones sobre sus cosechas. 

Por otro lado, recomendamos que la Junta de Planificación y demás agencias como el Departamento de Agricultura le presten especial atención al Suelo Rústico Especialmente Protegido por Valor Ecológico y Agrícola (6,448 cuerdas), Agrícola y Ecológico (10,608 cuerdas), Agrícola y de Paisaje (908 cuerdas) y Agrícola e Hídrico (8,919 cuerdas). Entendemos que el Plan de Uso de Terrenos además de clasificar el suelo debe de fomentar más específicamente el tipo de uso que se le quiere dar a algunos de los terrenos agrícolas. Especialmente a aquellos suelos más vulnerables al modelo agrícola industrial de gran impacto y de dependencia de agroquímicos. Recomendamos que debido a la especial sensibilidad ecológica, hídrica y de paisaje, los tipos de suelo antes mencionados sean tratados con plataformas que aspiren a la sostenibilidad agrícola como lo es la agroecología. La agroecología es una disciplina o un modo de interpretar y proponer alternativas integrales y sustentables en la realidad agrícola, respetando las interacciones que se dan entre los diversos factores participantes de los agroecosistemas, incluyendo a los elementos relativos a las condiciones sociales de producción y distribución de alimentos. Su vocación es el análisis de todo tipo de procesos agrarios en un sentido amplio, donde los ciclos minerales, las transformaciones de la energía, los procesos biológicos y las relaciones socioeconómicas son investigadas y analizadas como un todo” (Altieri, Miguel 1983). En estos suelos podrían imperar métodos sostenibles de producción como la siembras diversificadas a pequeña y mediana escala, la rotación de cultivos, la formación y utilización de composta, la no utilización de abonos químicos, ni plaguicidas, ni herbicidas, la siembra directa de alimentos que compongan la canasta básica local, etc. Todos estas subclasificaciones de Suelo Rústico Especialmente Protegidos comprenden un total de 26,883 cuerdas que se podrían utilizar para producir alimentos sosteniblemente, creando un impacto menor en el medio ambiente,  contribuyendo a la biodiversidad geográfica y atendiendo a una demanda creciente de alimentos ecológicos y orgánicos producidos en el país y para el país.      

También, hay que tener en consideración que mucho del Suelo Rústico Especialmente Protegido para uso agrícola actualmente está ocupado y amenazado por otras industrias que no son del todo agrícolas. Más de 8,000 cuerdas están comprometidas por las llamadas semilleras o centros de experimentación con semillas genéticamente modificadas (transgénicos), vertederos, proyectos de energías renovables (placas solares y molinos), etc. Es nuestra recomendación que la Junta de Planificación le dedique especial atención a dónde deberían de estar localizadas estas industrias que dependen de tecnología y que ninguna incide en la producción de alimentos para el país y que actualmente trastocan terrenos que serían de uso protegido únicamente para la actividad agrícola. Además, el Plan de Uso de Terrenos identificó 466,429 cuerdas con la clasificación de Suelo Rústico Común (SRC) que sí permite la actividad agrícola y la de las industrias.  Poner en efecto el contenido del Plan una vez aprobado y hacer los cambios respecto a la clasificación de suelos para garantizar la sostenibilidad y las áreas protegidas para uso agrícola serán tareas primarias para la eficacia del mismo. 

Por último, recomendamos revisar y ampliar la lista de criterios establecidos para las areas de valor agrícola de Suelo Rústico Especialmente Protegido para Uso Agrícola (SREP-A). El inciso IV menciona a las fincas propiedad de la Autoridad de Tierras, con terrenos de alta productividad agrícola o con actividad agrícola. No obstante, recomendamos que también se incluyan las fincas de la Autoridad de Tierras que actualmente no tengan actividad agrícola o que los terrenos no sean de alta productividad, para de esta manera ampliar la delimitación y tener en consideración la aspiración de las fincas ya que en la actualidad existen miles de cuerdas de la Autoridad de Tierras en desuso de actividad agrícola pero con muchísimo potencial. Y en fin cualquier finca o espacio de producción agrícola reconocido o no por alguna entidad debería formar parte de dichos criterios si verdaderamente se quiere aspirar a aumentar la producción para dirigirnos hacia la soberanía alimentaria. 

Nos place observar, además, que se propone que cerca del treinta y tres por ciento (33%) del territorio insular estaría clasificado como suelo rústico especialmente protegido por valor ecológico (SREP-E). Aunque una parte significativa de estos terrenos ya ostentan la protección de un número de leyes y reglamentos a nivel federal y estatal, nos parece acertada la determinación de esta Junta de proveerles una protección adicional y de fomentar la planificación coherente de los recursos naturales al calificarlos como terrenos que no deberán considerarse nunca como suelos urbanos o urbanizables. 

Este reconocimiento entendemos será de gran importancia para aquellos recursos que están bajo mayor presión de desarrollo, como lo son, por ejemplo, los terrenos identificados como Área de Planificación Especial Restringida del Carso (APE-RC) en el Plan y Reglamento del Área de Planificación Especial del Carso (PRAPEC).  El área de planificación especial del carso responde a la voluntad del Legislador en asegurar la protección y desarrollo sostenible de una de las regiones en la Isla con mayor biodiversidad, hábitat de múltiples especies en peligro de extinción, y fuente de agua para los ecosistemas y comunidades del área.  

En 1999, se aprobó la Ley para la Protección y Conservación de la Fisiografía Cársica de Puerto Rico, Ley 292-1999, en la que se establece como política pública el “proteger, conservar y manejar para beneficio de ésta y futuras generaciones la fisiografía cársica de Puerto Rico”.  Cerca de quince (15) años después, esta Junta aprobó el Plan y Reglamento del Área de Planificación Especial del Carso, Reglamento 8486 del 16 de junio de 2014 (Aprobado por JP). La clasificación de los terrenos, mantenida desde los elementos más fundamentales de la ordenación territorial, como lo es el PUT, viabiliza la protección y aprovechamiento apropiado de algunos de nuestros más valiosos recursos naturales, incluyendo el preciado líquido.

Por otro lado, debemos atender la necesidad de armonizar el PUT con los planes municipales de ordenación territorial. La Ley orgánica de la Junta de Planificación dispone que esta Junta tiene la facultad para crear un Plan de Uso de Terrenos, el cual sirva de guía para tomar mejores decisiones sobre el manejo, la conservación y el desarrollo sostenible de nuestros suelos. De igual forma, establece que la Junta de Planificación tendrá la facultad para hacer determinaciones sobre el uso de terrenos dentro los límites territoriales del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Por su parte, la Ley de Municipios Autónomos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991, Ley 81-1991, según enmendada, faculta a los municipios autónomos a “[e]stablecer política, estrategias y planes dirigidos a la ordenación de su territorio, la conservación de sus recursos y a su óptimo desarrollo, sujeto a lo dispuesto en este subtítulo”. 21 LPRA § 4054 (h).
En aras de lograr la integración de los procesos de desarrollo de nuestros suelos existe y ha existido la necesidad de armonizar los Planes de Ordenación Territorial entre sí. En ausencia de una expresión clara y más detallada de la política pública del Estado en este sentido, los municipios generaron o están en proceso de generar sus Planes de Ordenación Territorial. 
Somos de la opinión de que ese proceso de armonización es en beneficio de todos y todas. La planificación, como ejercicio de ordenación del territorio, debe ser un ejercicio concertado entre el Estado, las agencias gubernamentales y los municipios, toda vez que la Ley 75-1975, supra, señala que la Junta de Planificación velará porque los distintos planes de ordenación territorial sean cónsonos con las políticas y estrategias de desarrollo para Puerto Rico establecidas en el Plan de Desarrollo Integral. De igual forma, señala que, una vez aprobado un Plan de Uso de Terrenos, todo proyecto propuesto de ser en acorde con lo allí expresado.

De otra parte, el Artículo 13 de la Ley 550-2004, según enmendada, señala que los municipios tendrán el deber de atemperar sus Planes de Ordenación Territorial al mismo. Este, inicialmente, puede generar inconvenientes y gastos para los municipios con Planes de Ordenación Territorial aprobados. No obstante, los municipios vienen, igualmente, vinculados por el Artículo 13.002 de la Ley 81-1991, a armonizar sus Planes de Ordenación Territorial con la política pública y los planes generales para Puerto Rico. De igual forma, el Artículo 13.011 de la Ley 81-1991, supra, señala que los Planes de Ordenación Territorial deben compatibles con otros Planes de Ordenación Territorial, así como las políticas públicas relevantes. Establece que es la Junta de Planificación la agencia gubernamental llamada a velar por dicha compatibilidad. Además, señala que los Planes de Ordenación pueden utilizar criterios más estrictos, pero no más laxos que aquellos que orientan los planes de aplicación general en el País. De lo anterior, podemos colegir que, a diferencia de lo que han planteado algunos municipios, estamos ante un sistema centralizado, bajo el cual la política pública y los planes generales tienen preeminencia sobre los regionales y/o municipales. 

En esto vemos reflejado la utilidad de la designación de las áreas funcionales. La colaboración entre municipios, agencias gubernamentales y la Junta de Planificación en la planificación por regiones supramunicipales fomentará que se atiendan las necesidades de pueblos contiguos de forma conjunta, lo cual permite un ahorro significativo en el desarrollo de infraestructura.

Entendemos que la implementación de las áreas funcionales ha de promover un mejor manejo de nuestro suelo. Entendemos que el efecto de tomar decisiones a base de áreas funcionales ayudará mucho a frenar el fenómeno del desparramamiento urbano, toda vez que nos permitirá tomar en cuenta los patrones de movimiento y actividad de nuestra ciudadanía al momento de planificar nuestras ciudades. 

Otro tema fundamental es el manejo de las consultas de ubicación y variaciones. El borrador del Memorial del Plan de Usos de Terreno dispone que las consultas de ubicación aprobadas actualmente se mantendrán en vigor. Acto seguido, y más preocupante indica que luego de aprobado el PUT un ciudadano o ciudadana que desee desarrollar un proyecto tiene la posibilidad de solicitar permisos ministeriales, variaciones, y consultas de ubicación que se procesarán a base de la clasificación establecida en el PUT. Memorial del Plan de Usos de Terrenos, en la pág. 97. Aunque estas son los recursos establecidos en el Reglamento conjunto de permisos para obras de construcción y usos de terreno, Reglamento 7951 del 29 de noviembre de 2010 (Aprobado por JP en adelante Reglamento conjunto), es nuestro parecer que estás, particularmente las variaciones en uso, deben ser evaluadas rigurosamente y tratadas  como las medidas excepcionales que son. 
Debemos recordar que una consulta de ubicación es un proceso administrativo diseñado para que se “evalúe, pase juicio y tome la determinación que estime pertinente sobre propuestos usos de terrenos que no son permitidos ministerialmente por la reglamentación aplicable en áreas zonificadas pero que las disposiciones reglamentarias proveen para que se consideren”. T-JAC, Inc. v. Caguas Centrum, 148 DPR 70, 85 (1999). Una variación en uso, por su parte, es una “autorización para utilizar una propiedad para un uso no permitido por las restricciones impuestas a una zona o distrito y que sólo se concede para evitar perjuicios a una propiedad, donde, debido a circunstancias extraordinarias, la aplicación estricta de la reglamentación equivaldría a una confiscación de la propiedad”. Reglamento conjunto, Capítulo 4, V. (15). 

En principio, las variaciones en uso deben concederse en situaciones realmente extraordinarias. Empresas Ferrer v. ARPe, 2007 TSPR 175. Asimismo, las consultas de ubicación deben autorizarse únicamente cuando se ha justificado que es necesario desviarse de la zonificación establecida por esta Junta.  A pesar de ello, en el pasado, ha sido práctica de esta Junta autorizar tanto las consultas de ubicación como las variaciones en uso, con cierta regularidad. Ante la aprobación de un nuevo PUT, y el evidente esfuerzo en el que ha incurrido esta Junta, entendemos que las calificaciones en él dispuestas deben protegerse de forma que los cambios a la calificación surjan de esfuerzos igualmente ponderados y que tomen en consideración su impacto en el esquema de planificación.

Los mecanismos de consulta de ubicación y de variación en uso fueron concebidos como una válvula de escape ante la posible rigidez del sistema de planificación. No son, o no deberían ser, las herramientas que muevan la ordenación territorial. Como bien advirtió nuestro Tribunal Supremo, en referencia a las variaciones en uso, “el uso indiscriminado de este mecanismo podría destruir todo nuestro esquema de zonificación y cambiar eventualmente las características de un distrito planificado originalmente con una infraestructura para ciertos usos”. Empresas Ferrer v. ARPe, 2007 TSPR 175. 

La aprobación de un nuevo PUT, así como el compromiso de revisarlo periódicamente, debe servir para mantener en vigor y darle certeza a las políticas públicas sobre el uso de los suelos. Esta certeza de saber que se puede hacer y dónde, partiendo de premisas de equidad y sostenibilidad, lo que facilita el desarrollo económico.  De esta forma, el desarrollador se asegura de que podrá invertir su dinero en un área determinada, mientras que la ciudadanía ve garantizado su derecho constitucional a “la más eficaz conservación de los recursos naturales, así como el mayor desarrollo y aprovechamiento de los mismos para el beneficio general de la comunidad”. Const. ELA Art. VI §19.
En definitiva, la aprobación del postergado Plan de Usos de Terrenos es un gran avance para alcanzar un desarrollo sostenible. Tanto los municipios, el Estado, como el Pueblo, se beneficiarán del proceso más uniforme de planificación. La utilización armoniosa y prudente de los planes de ordenación territorial nos permitirá desarrollar de forma concertada y sostenible el País que todos y todas visualizamos haciendo mejor uso de nuestro terreno, recurso finito y limitado, así como promoviendo el manejo y la conservación de nuestros recursos.
Cordialmente, 

Jesús Vázquez Negrón

Oficial del Enlace con la Comunidad
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